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CARRERA: DERECHO
1. FUNDAMENTACIÓN INTRODUCTORIA.

Los estudios de Derecho en Cuba son tan antiguos como la misma enseñanza universitaria. De hecho, al fundarse la Real y Pontificia Universidad de San   Jerónimo,  entre sus primeras carreras figuró la de la licenciatura en Derecho, con un fuerte ingrediente de subsistencia del antes llamado Trivium y Cuatrivium.

Durante toda la etapa colonial, esos estudios estuvieron marcados por la influencia absoluta de la perspectiva filosófica y académica del escolasticismo, contra el cual tuvo que quebrar lanzas Félix Varela desde la cátedra de Derecho Constitucional del Seminario de San Carlos y San Ambrosio.

No sería exagerado afirmar que el ritmo científico y los avances en esos estudios jurídicos se desplazaron, en importante medida, de la vieja universidad de San Jerónimo al mencionado Seminario de San Carlos.

Los años de las largas luchas por la independencia de nuestra Patria no dejaron de sentirse en el ámbito académico, tanto en forma de represión a toda manifestación de pensamiento Iluminista y liberal, cuanto en aumento de los determinantes escolásticos en las diferentes cátedras.

Al frustrarse el esfuerzo libertador con la intervención de los Estados Unidos, primero en nuestra guerra de independencia y, como consecuencia de ello, en los destinos políticos, económicos y sociales de nuestro país, la presencia norteamericana se dejó sentir en la vida académica, pero ciertamente se limitó a introducir su visión pragmática en  algunas zonas del estudio y la ciencia del Derecho.

En los años de la república neocolonial, los estudios de Derecho oscilaron entre su adscripción a un pensamiento iusnaturalista casi pietista, absolutamente idealista y políticamente liberal burgués o un pensamiento positivista, francamente normativista desde la década de los años cuarenta del siglo XX en que fue casi literalmente indetenible la influencia de Hans Kelsen entre nosotros.

Antes, el positivismo filosófico en sentido general y el jurídico especialmente, sobre todo a partir de la presencia de León Duguit, marcó el sentido de esos estudios y, como es sabido, fue sumamente influyente incluso en la Constitución de 1940.

El triunfo de la Revolución el primero de enero de 1959 produce una verdadera inflexión en las concepciones filosóficas y científicas del Derecho en Cuba. Sin embargo, es justo reconocer que no obstante la declarada filiación marxista de nuestro proyecto nacional, a partir de 1961, en el ámbito del Derecho seguimos en buena medida prisioneros del normativismo kelseniano.

Al concluir lo que Fidel llamó en el Informe al Primer Congreso del Partido en 1975, los años de “la provisionalidad institucional” y aprobarse en 1976 la Constitución Socialista; al fundarse en esas nuevas condiciones el Ministerio de Educación Superior, se procedió al diseño del primer plan de estudios con ambiciones pedagógicas y científicas, al cual llamamos Plan A.

Ese Plan fue, no obstante sus méritos indudables, era todavía muy elemental, fundado en consideraciones casi todas empíricas, con una reducción notable de horas lectivas y afectado por la falta de asignaturas esenciales que desaparecieron en medio del irreflexivo radicalismo del que suelen ser víctimas casi todas las revoluciones profundas como la nuestra y el inevitable nihilismo jurídico que suelen provocar en sus primeros momentos.

Sin embargo, muy pronto se produjo una reacción contra esas posiciones y en todo el país se pasó a un ardoroso e intenso proceso de institucionalización del sistema político, el Estado y el sistema de Derecho. A la luz de la Constitución y de resultas del trabajo, primero de las Comisiones de Estudios Jurídicos que dirigiera el inolvidable Blas Roca, y después del esfuerzo de la Asamblea Nacional del Poder Popular se aprobó un buen número de normativas jurídicas que fueron completando el sistema de derecho cubano y brindaron apoyatura absoluta a los esfuerzos académicos y científicos en esta rama de las ciencias sociales.

De ese modo pasamos casi de inmediato al diseño del que se llamó Plan B y en el cual vencíamos limitaciones, errores e insuficiencias del anterior Plan de Estudios.

Ese Plan se mantuvo en vigor, son varios cambios y adecuaciones, hasta la década de los años 80 en que pasamos al diseño del Plan C.

El Plan de Estudio C constituyó el resumen de la voluntad académica encaminada a brindar un alto contenido científico a los estudios de Derecho, desligándolos de los lastres normativistas y positivistas que pesaron sobre la formación y el ejercicio profesional durante varias décadas y que mantuvieron su influencia incluso en un lapso importante de nuestro proceso revolucionario.

Resumiendo esa voluntad, el Plan C fue concebido bajo el principio de “enseñar Derecho y no solo legislación”.

La consecución de este objetivo obligaba a reformular el contenido programático  de muchas disciplinas y asignaturas y a elevar en ellos la carga doctrinal, teórica y científica, exaltando los principios, regularidades y técnicas que están en el acervo de nuestro sistema jurídico latino, de base romanista.

Ello obligaba también a luchar para alcanzar un balance importante entre el componente puramente lectivo y el componente investigativo: así mismo, alcanzar igual balance entre la formación teórica y la preparación en las necesarias habilidades prácticas del profesional. 

El otro pivote consustancial para el logro de esos objetivos era la lucha por desarrollar, a través de todo el proceso docente, los métodos activos de enseñanza y aprendizaje.

Cuando estábamos alcanzando la quinta promoción bajo el Plan C, nuevas circunstancias históricas, políticas, económicas e internacionales, obligaron a pasar a un proceso de perfeccionamiento de dicho Plan, que resultó complejo, amplio y profundo, y a cuyo proceso llamamos Perfeccionamiento del Plan C.

El derrumbe del campo socialista de Europa del Este y el recrudecimiento del bloqueo, la guerra económica y las agresiones de todo tipo de Estados Unidos contra Cuba, fueron los determinantes esenciales de ese proceso de perfeccionamiento del Plan de Estudios.

En medio de una coyuntura internacional que marcó un hito en la evolución histórica de la humanidad, nuestro país perseveró en su voluntad política de sostener nuestro proyecto alternativo al capitalismo brutal: nuestra adhesión a los principios de justicia social y, en general, al proyecto que hemos llamado “nuestro socialismo”.

Todo ello creó situaciones que tenían que impactar en la perspectiva académica, sobre todo en la concepción estratégica de la formación de un profesional de absoluto contenido político como lo es el jurista.

Era entonces absolutamente claro que cualquier reflexión sobre la formación de ese profesional, en aquellas condiciones, que no tomara en cuenta las dramáticas determinantes que se  crearon a escala internacional con el derrumbe del campo socialista, la globalización de la economía neoliberal y las complejas alternativas de Cuba para su inserción en ese contexto histórico, hubieran sido  francamente pedestres y desprovistas del mínimo de seriedad científica.

Fue precisamente a partir de ello que nos propusimos enfatizar aún más en la formación científica básica de nuestro egresado; en su pertrechamiento con los principios, regularidades y técnicas que están en la base del sistema latino. Ya entonces se expresó el convencimiento de que cualquier tendencia de renacimiento positivista o normativista constituiría un serio peligro para la perspectiva profesional de que debíamos dotar a nuestros egresados.

Al no existir los supuestos paradigmas políticos, sociales y económicos del socialismo modelo de Europa del este, cualquier consideración mimética carecía de sentido en el montaje de nuestras asignaturas y, mucho menos, en alguna pretensión de contenido científico de las mismas.

En esas condiciones, más que nunca, se trató de ir a las raíces sociales, políticas y económicas de nuestro proyecto alternativo para destacar en él el alto aparato ético en que se soporta nuestra esperanza de salvar a la Patria, a la Revolución y a las conquistas del Socialismo.

Ese aparato ético está contenido en la mejor tradición de nuestra nación, en sus hitos más cimeros, como el pensamiento martiano, y en la obra misma de las generaciones que fueron acumulando nuestros logros actuales y nuestras proyecciones futuras.

En el plano de la formación jurídica esto se expresaba, se expresa y tiene que seguirse expresando en una firme y consciente voluntad de cerrar el paso, en la formación profesional, a cualquier tendencia pragmatista, puramente empirista o mimética. Mucho más debe cerrar el paso a cualquier actitud derrotista o entreguista a los intereses imperialistas, tanto en el plano ideológico, político como técnico.

Todo ello suponía la profundización en las raíces científicas de nuestro sistema latino que es, por demás, el hilo conductor de nuestra aspiración de integración con la que Martí llamara Nuestra América.

En función de esos objetivos se trató de fortalecer  el estudio científico, doctrinal, de los principios y técnicas que soportan ese sistema; profundizar en la manifestación teórica del mismo y en sus formulaciones prácticas; suponía además avanzar incluso en algo en lo que apenas en esos momentos se habían  dado los primeros pasos más o menos dispersos en algunas disciplinas, es decir, el estudio consecuente y riguroso del Derecho Comparado.

En lo que se refiere al balance entre la teoría, la formación científico - académica y la ejercitación práctica, tal cual estaba concebida en los tres ciclos de práctica concentrada que se instrumentaban en el Plan C, se siguió insistiendo en el verdadero alcance y contenido de esos dos componentes, a la luz de lo que hemos dejado apuntado.

En aquellos momentos, como ahora, seguimos considerando indispensable proveer a nuestros egresados de las habilidades prácticas correspondientes para transitar con éxitos sus primeros pasos en la vida profesional, sin traumas deformadores y sin ignorancias inadmisibles. Esa práctica tiene que seguir siendo vista - y sólo puede serlo de esa manera - como la plasmación y el contraste de la formación teórica y científica que tiene que tener el estudiante, y nunca como sustituto pedestre de esa formación.

La filosofía que subyacía en la concepción de la práctica concentrada del Plan C, y que hemos tratado de elevar aún más en el actual Plan D, supone esa práctica vinculada a los principios teóricos y doctrinales, sin desdeñarlos o minorisarlos como secundarios, es decir, no en la exaltación de la práctica por la práctica y la relegación de la teoría (premisa de la mezquindad teórica del positivismo, el neopositivismo o el pragmatismo en las Ciencias Sociales en general) sino en la certeza de que si bien la práctica posibilita rechazar todo el conformismo de una educación que pudiera calificarse de “intelectualista”, sólo una correcta formación teórico-doctrinal puede ofrecer una adecuada valoración de esa práctica. Se pretendía ya desde entonces, y mucho más ahora en el Plan D que desarrollamos en medio de la batalla de ideas, coadyuvar al objetivo de la formación del jurista como humanista, más que como un técnico del Derecho, de manera que el estudiante adquiera las habilidades de la práctica, no como instrumentos o herramientas técnicas en sí mismas, sino vinculándolas en todo caso con los fundamentos teóricos, científicos y doctrinales en que se deben sustentar. Es además la única manera que nos asegura que el jurista no sea un simple repetidor pragmático de lo que se hace, sino un corrector de lo que se hace mal y un proyectista de lo que hay que hacer mejor.

Al paralelo de todo lo anterior, la inserción de Cuba en un contexto mundial de creciente globalización, en que imperan las normas y leyes del mercado, obligaba ya entonces, y mucho más ahora, a que nuestro Plan de Estudios reaccione ante esa situación, impensable en el momento de su concepción. A partir de las líneas de descentralización que orienta la Dirección Docente metodológica del MES se vertebran los esfuerzos e intentos por mejorar y profundizar el contenido programático de las asignaturas en que inciden esas nuevas situaciones, verbi gratia, Comercial Internacional, Mercantil; Marítimo, Propiedad Industrial, y otras técnicas como la organización empresarial.

Nos hemos extendido en esas consideraciones sobre las matrices conceptuales y pedagógicas del perfeccionamiento del Plan C porque la mayoría de todas ellas, y especialmente su raíz esencial, se mantienen en el actual esfuerzo por diseñar un nuevo Plan de Estudios que llamamos Plan D.

El Plan de Estudio D es la respuesta que brinda nuestra educación superior al llamado del Partido y de Fidel por llevar adelante, en sus ámbitos educacionales, la formidable batalla de ideas que protagoniza nuestro país y que va mostrando, día a día, victoria a victoria, la superioridad ideológica, ética y material del proyecto socialista frente a la alternativa neoliberal y las asechanzas del imperio del norte.

En esa batalla de ideas es esencial el viejo propósito de Fidel de alcanzar la plena universalización de la enseñanza en general y de la superior en particular.

Universalizar la enseñanza universitaria es hacer desbordar sus estudios de los tradicionales muros institucionales y hacer llegar su savia de saber y educación a todos los rincones del país, a todos los que aspiren legítimamente y con las condiciones académicas requeridas, a alcanzar esos estudios, sin limitaciones geográficas, sociales, y menos económicas.

2. CARACTERIZACION DE LA CARRERA

El Plan de Estudio se vertebra de diversas formas y con distinta duración según los tipos de cursos y el modelo pedagógico que se emplee. 

En la modalidad presencial, destinada a estudiantes que no trabajan y que pueden dedicar todo su tiempo a los estudios, el Plan de Estudio se desarrolla en cinco años académicos y se organiza partiendo del presupuesto de la asistencia de aquéllos a las diferentes actividades en que se organiza el proceso docente, no obstante, dichos planes, en su nueva versión, descansan en una notable disminución de las horas lectivas presénciales, las cuales además se van disminuyendo gradualmente, de año en año, para elevar el tiempo de trabajo independiente y de práctica integradora, amen del trabajo científico. 

En los cursos basados en la semipresencialidad del estudiante, en los cuales éste puede o no trabajar, por lo cual la carga docente semanal es menor,  el Plan de Estudio se concibe con una duración de  seis años y se estructura con flexibilidad y basado en su estudio independiente, pues aunque se prevén actividades presénciales para propiciar su aprendizaje (tutorías, talleres, encuentros y consultas por asignaturas), éstas, por la mismas características de esta modalidad de estudio, es más reducida. 

La relación entre teoría, práctica e investigación, viejo nudo conceptual de la formación profesional a escala mundial y pivote esencial para lograr un profesional que en cualquier esfera adquiera una formación científica, técnica, cultural e ideológica que permita su pronto desempeño laboral, alcanza en esta nueva versión de los planes  de estudio un mayor grado de integración.

En los Planes de Estudio “C perfeccionados” ya se había logrado que estos componentes organizativos del proceso docente quedaran integrados en una disciplina que recibió la denominación de Ejercicio Jurídico Profesional. Ésta se caracterizó además por tener muy en cuenta las habilidades que en forma de objetivos aparecían definidas en el “Modelo del profesional” y en las instancias y niveles en que tenía lugar su concreción tanto vertical como horizontalmente. 

La noción actual de integración de estos componentes preserva en términos generales los rasgos que cualificaron a su versión antecesora y muestra otros que - en lo didáctico y pedagógico – la elevan a un peldaño superior de su desarrollo.  Entre ellos, los más significativos son: mayor coincidencia de los objetivos que rigen los ejercicios integradores con los previstos horizontalmente para los distintos años académicos; incremento del trabajo independiente; énfasis en la formación de habilidades; inserción de actividades teóricas, prácticas e investigativas dirigidas a la consecución del perfil pedagógico; e  incorporación de contenidos relacionados con modos de actuación profesional antes agrupados en otras disciplinas, específicamente los correspondientes a las acciones y modos de proceder de un jurista en las áreas en que puede desempeñarse recién concluido sus estudios. Estos nuevos atributos han conllevado la sustitución de su nomenclatura por la de Fundamentos teóricos y prácticos del desempeño jurídico.

De este modo, queda definitivamente superada la vieja concepción de los planes de estudios “A” y “B”, en tanto la investigación y la práctica ya no son apéndices o impostaciones en la formación profesional, sino que se erigen en formas de organización del proceso docente para la adquisición y creación del nuevo conocimiento y para la formación de competencias propias del jurista, cuyo éxito radicará en su conveniente articulación  conforme a contenidos correspondientes a los diferentes campos de acción y en el apoyo de los organismos del sector jurídico en la estructuración y mantenimiento de las  Unidades Docentes y las Entidades Laborales Bases.

En esta Disciplina quedan también articulados los Ejercicios de Culminación de Estudios tradicional y reglamentariamente conocidos, es decir, el Examen Estatal y el Trabajo de Diploma. El primero como variante generalizada y ordinaria de culminación de estudios y el segundo como forma excepcional,  de acuerdo con las posibilidades de oferta que presenten las carreras en los Centros de Enseñanza Superior del país.

La prioridad conferida al Examen Estatal obedece esencialmente a que éste – por su flexibilidad – permite medir las habilidades y competencias prácticas e investigativas requeridas por el egresado para su desempeño en el nivel primario de las diferentes esferas de actuación del Derecho.

Inspirados en los paradigmas pedagógicos de avanzada de aprender- hacer y aprender a aprender se han concebido y articulado las categorías esenciales del proceso docente que se proyectan a nivel curricular. De este modo, los objetivos han sido formulados evitándose los puramente reproductivos a favor de aquéllos que requieren un esfuerzo creador por parte del estudiante; las formas de enseñanza se han instrumentado sustituyéndose en lo posible las tradicionales conferencias por actividades lectivas que desplieguen la acción y el desarrollo de habilidades profesionales en los educandos; y las evaluaciones han sido previstas reemplazándose progresivamente el examen final por otras formas más sistemáticas, permanentes y activas de evaluación.

En pos de esas filosofías de enseñanza se afronta todo lo relacionado con la literatura docente: en términos esenciales, sin abandonar el uso indispensable aún de manuales y textos básicos, se intenta que los mismos sean imperativos ineludibles en los primeros años, pero que en la medida en que se avanza en la formación profesional, el estudio se apoye en una gama variada y variable de la literatura científica, que rebasa los límites materiales y científicos de los textos básicos y manuales, y que debe abrevarse en artículos, ensayos, ponencias y en general, en el manantial constante y fluido del trabajo jurídico científico contemporáneo incluido por supuesto el que sólo puede conseguirse en soporte magnético.

Las disciplinas de formación básica general contribuyen al objetivo declarado y perseguido de obtener un Jurista con irreprochable capacidad de comunicación profesional, tanto oral como escrita, que pueda manejar la información científico técnica actualizada, que pueda hacerlo además, al menos en una lengua extranjera y que para todo su trabajo profesional pueda apoyarse exitosamente en los aportes de la computación en general y, en particular en sus ricas aplicaciones al campo del Derecho.

La formación en el llamado ciclo de las Ciencias Sociales es asumido con todo el rigor que exigen los propósitos científicos de la Carrera. Ni la Filosofía, ni la Economía, o la Historia, o la Metodología de la Investigación, para sólo mencionar algunos ejemplos, son adornos culturales para el Jurista, sino indeclinables instrumentos de su formación no sólo humanista, sino profesional en particular.

Partiendo de la experiencia acumulada en los años de ejecución del Plan C tanto el inicial como el perfeccionado, del examen de  la legislación vigente, y de la consulta a los órganos y organismos que reciben al recién graduado hemos podido determinar los problemas que se le plantean en el nivel primario de la profesión; los campos de acción; las esferas de actuación,  las competencias exigidas para la solución de aquéllos; así como los objetivos y los contenidos necesarios para su satisfacción. Esto posibilitó definir un currículo básico que cubriera estas expectativas en el tercer nivel, cuidando que no se introdujeran elementos de especialización que corresponden a la enseñanza postgraduada. Asimismo, tomando como pivote esta delimitación se conformó un currículo optativo y electivo que representa el diez por ciento del total, el cual incentiva al estudiante a adoptar una  postura activa en su formación, al permitirle elegir por otras materias propias de la carrera o de otra área del saber universitario. 

Estas determinaciones también nos permitieron conocer que los casos o situaciones concretas que debe resolver el jurista en el propio eslabón base de los diferentes perfiles ocupacionales, como expresión singularizada de fenómenos sociales, muestra similar grado de interconexión y entrelazamiento a lo largo y ancho de todo el país. Ello se hace tangible, por ejemplo, en la necesidad que tiene un Juez de lo penal en la instancia municipal de acudir a los reglamentos aduaneros para sancionar un delito de contrabando y la de un Asesor Jurídico de una empresa de igual rango de examinar el Código penal para definir si una indisciplina laboral es o no al mismo tiempo constitutiva de un delito. Este presupuesto de análisis nos permitió arribar a dos conclusiones trascendentales en la proyección curricular:

· Una, que en la creación de las habilidades básicas del jurista están comprometidas todas las áreas del saber jurídico, por lo que la dosificación del currículo no debe realizarse en función de la discriminación o exclusión de aquéllas, sino de contenidos pertenecientes a ellas que no se requieren en la formación de dichas competencias, los cuales deben pasar a formar parte del cuarto nivel de enseñanza.

· Y dos, que los problemas más frecuentes y comunes que se presentan en el nivel primario del desempeño de la profesión son muy similares por su naturaleza y complejidad en todo el contexto nacional, lo cual no permite establecer la distinción  y agrupación de los contenidos en básicos y generales (para todo el país) o en propios y particulares (de determinada provincia o región).

En términos generales, pretendemos un jurista de formación integral y básica, que sea capaz de desempeñarse profesionalmente en todos los campos de la acción jurídica y lo alcance sin limitaciones normativistas, sino como un científico del Derecho, pero además, como un militante de un proceso político que constituye un ejemplo y una particularidad en el mundo de hoy. En ese sentido, formamos un jurista comprometido con la alternativa de justicia social que defiende nuestro país frente al neoliberalismo brutal; un jurista comprometido con la defensa de nuestra soberanía, identidad nacional y nuestros paradigmas políticos y sociales y, por ello, comprometido con la defensa de la revolución y de sus conquistas. 

3. EL OBJETO DE TRABAJO DE LA PROFESION JURIDICA

La naturaleza y esencia del trabajo profesional del jurista, la centenaria experiencia acumulada en el mismo, así como las derivadas de las puestas en práctica del Plan C y el Plan C perfeccionado, brindan la privilegiada situación de poder precisar con extraordinaria claridad el campo de acción o trabajo del jurista, que ya fue esclarecida en dicho Plan C.

En términos muy generales y abstractos, pero por ello mismo absolutamente válidos para una inicial caracterización del objeto del trabajo de la profesión, podríamos decir que la misma está encaminada a trabajar sobre “el sistema jurídico y político del país, en la dirección de integrarlo, aplicarlo, desarrollarlo y perfeccionarlo para alcanzar la justicia social y la libertad de cada uno en el armónico ejercicio de la libertad de todos”.

En términos generales, la profesión jurídica no es disputada en ninguno de sus campos de actividad técnico-profesional por otros profesionales, pero ello no nos alivia absolutamente de alcanzar importantes precisiones sobre los límites y el alcance de dicho campo de trabajo o acción profesional, sobre todo porque en torno a su definición científica y política acertada se centran problemas políticos y científicos cardinales que afectan a toda la filosofía del Derecho y de la organización política de la sociedad.

De este modo, cuando hablamos del sistema jurídico, como objeto de trabajo del profesional del derecho, no nos circunscribimos al sistema normativo positivo, como hacían los teóricos burgueses en su empeño por clasificar los diferentes sistemas jurídicos universales.

De hecho, como ya señalara el eminente jurista brasileño Reale, el fenómeno jurídico tiene tres grandes espacios de expresión: es, por supuesto, un sistema normativo, pero es además un sistema axiológico, un conjunto normativo que porta los valores esenciales de una sociedad determinada y los expresa deontológicamente, como paradigma conductual al que pretende elevarse el proyecto social de que se trate y es, finalmente, un fenómeno eminentemente social. Pues existe en ella sujeto a sus leyes y regularidades y sirve a los fines de la sociedad o produce daños a los mismos. El primer espacio, el normativo, está constituido, en clara simplificación, por las disciplinas normativas; el segundo, por aquellas teóricas y axiológicas e incluso algunas normativas, como son la Filosofía del Derecho, la Teoría del Estado y del Derecho y el mismo Derecho Constitucional y el tercer espacio por la que un día será inevitable Sociología Jurídica y hoy sólo se expresa en el esfuerzo de algunas materias como la Metodología de la Investigación o la Teoría Sociopolítica.

De ese modo el Derecho también imprime su sello en el desarrollo de la cultura espiritual de la sociedad. De ahí que tanto el conocimiento del Derecho como la cultura jurídica, la conciencia jurídica y otras manifestaciones jurídicas de orden ideológico también, encuentran cabida en el sistema jurídico.

La anterior determinación -quizás un tanto extensa- del objeto de trabajo del jurista, es fundamental, quizás no tanto para el esclarecimiento posterior de los puestos de trabajo, lo cual es algo asentado en nuestra profesión, cuanto para la determinación filosófica del contenido de la profesión, de su proyección teórica y, por ello, de su enseñanza en la Educación Superior.

Queda entonces claro que no obstante sus grandes compromisos políticos, el jurista no puede ser un ciego representante inconsciente de una clase revolucionaria, a la cual aspire a servir cargado de buena voluntad. Tiene que ser un hombre que domine las leyes objetivas del desarrollo social, de la construcción del socialismo y pueda y sepa aplicarlas de modo creador en la organización, perfeccionamiento y desarrollo de su expresión jurídica, en el sistema de Derecho, como su objeto de trabajo profesional.

La anterior definición del objeto de trabajo del jurista conduce también a que seamos capaces de vertebrar el perfeccionamiento manteniendo la lucha contra toda sobrevivencia del viejo normativismo kelseniano.

La Carrera, en el Plan D, debe formar juristas dotados del dominio de las leyes objetivas que rigen la construcción de la nueva sociedad y con convicciones políticas revolucionarias comunistas; poseedores de una personalidad integral de militante revolucionario.

4. PROBLEMAS QUE DEBE AFRONTAR Y RESOLVER  EL JURISTA EN LAS DIFERENTES ESFERAS DE ACCIÓN DEL NIVEL PRIMARIO DEL EJERCCIO PROFESIONAL.

1o. Ante cualquier caso que se presente hay que: a) determinar correctamente si se trata de una situación jurídica; y en caso de serlo b)  identificar la rama o ramas del Derecho en la que se enmarca esa situación y en la que se encuentra la vía de solución pertinente. 

2o. La protección de las personas y sus derechos.

3o. La tramitación de  procesos constitucionales, administrativos, civiles, laborales, económicos, y penales, así como de expedientes de peligrosidad en los niveles correspondientes.

4o. La investigación y asesoramiento en la prevención de las ilegalidades.

5o. La asesoría, en las entidades de que se trate, sobre lo concerniente al cumplimiento y aplicación de la legislación correspondiente en el desarrollo de la actividad de las mismas. 

6o. La representación de la entidad correspondiente en las negociaciones y en los procesos de solución de conflictos y  cuando procediere.

7o. La elaboración de las disposiciones correspondientes en la entidad en la que desempeñe la profesión.

8o. La redacción de los instrumentos jurídicos que resulten necesarios y pertinentes en cada situación.

9o. La verificación, en el marco de su competencia, del cumplimiento y aplicación de la legislación vigente.

5. LOS CAMPOS DE ACCION DEL JURISTA

En esencia, el objeto de trabajo del jurista está presente en las áreas fundamentales en que se expresan las relaciones jurídicas, como son: las constitucionales; las civiles; las familiares; las administrativas; las empresariales; las laborales y de seguridad social; las internacionales en los  ámbitos público y privado;  las penales; y las procesales. 

6. LAS ESFERAS DE ACTUACIÓN DEL JURISTA

El Jurista labora como tal en diversas esferas del sistema de Derecho. En general puede laborar en:

· Organismos, instituciones, empresas y otras entidades;

· Bufetes colectivos;

· Fiscalías; y,

· Tribunales. 

También podrán trabajar como docentes en actividades académicas de la educación superior.

7. MODOS DE ACTUACIÓN DEL JURISTA

La compleja urdimbre de relaciones que constituyen el antes definido sistema de Derecho y la amplísima red de lugares en que puede desempeñarse el jurista no pueden hacernos perder de vista los elementos comunes, las acciones y habilidades generales y esenciales que deben tener los egresados para poder afirmar que disponen de una formación básica e integral.

Haciendo pues una valedera generalización de las multifacéticas actividades del jurista podemos distinguir con claridad tres grandes modos de actuación del egresado:

· La asesoría.

· La representación.

· El control y preservación de la legalidad.

· La impartición de justicia

Puede que algunas de las maneras de actuar en la profesión jurídica no aparezca entre las identificadas aquí, así por ejemplo, la relativa a la función notarial. Empero,  debe destacarse que no son todas las que deben plasmarse, sino sólo las más generales y presentes en el escalón inicial del desempeño profesional;  y sobre todo aquellas que pueden y deben orientar el diseño curricular en el tercer nivel de enseñanza. Es cierto que el ejercicio jurisdiccional, por sus exigencias y requerimientos, encuentra mejores condiciones de desarrollo en la formación postgraduada. Sin embargo, por razones coyunturales hemos determinado su inclusión entre las maneras de desempeño a que debe tributar la carrera, pues el currículo universitario no debe concebirse de espaldas a la realidad social para la que se proyecta.

La asesoría es un modo de actuación. Es cierto que esta es la denominación que, quizás  con una visión muy reduccionista, se les ha otorgado entre nosotros a los juristas que se desempeñan en los organismos, empresas,  instituciones, etc. Su actuación no se limita sólo a ello, aunque por características muy propias de  nuestro sistema económico, sea esa la que más cualifica la labor de aquéllos. 

La asesoría jurídica es un modo u acción que realizan casi todos los profesionales del Derecho. Hasta los notarios y los propios jueces –cuya función no es por su esencia evacuar consultas - tienen entre sus deberes orientar. Pensemos por ejemplo en el acto de notificación de una sentencia y en la orientación que emiten los jueces a los interesados sobre su derecho a recurrir. Ella, con relación a los demás modos de actuación aquí relacionados, constituye el nivel básico de competencia de un jurista. Las habilidades que la engrosan son esencialmente: determinar si la situación que se somete a su consideración conforma o no una relación jurídica; en caso de serlo, definir la rama o ramas del Derecho en que se encuentra tutelada; y, previa interpretación de la norma o normas pertinentes, orientar las vías apropiadas para su solución conforme a derecho.

En cuanto a las habilidades que la engrosan, puede decirse que es el grado mínimo de competencia que debe exigirse a un jurista. 

Otro tanto ocurre con la representación legal. En muy puntuales esferas de actuación no está presente este modo de desempeño profesional. Podría decirse que sólo cuando el jurista se  haya investido para el ejercicio de las funciones jurisdiccionales o notariales, u ocasionalmente, cuando se acude a él con el único propósito de evacuar una consulta jurídica,  no tiene lugar este modo ejercer la profesión.  

La condición de parte es muy común en el mundo jurídico. Su aparición tiene lugar no sólo en los asuntos litigiosos que demandan de la actuación jurisdiccional, sino en muchos otros en que la diversidad de intereses determina la cualidad de parte, aun cuando se resuelven por el concurso de voluntades. En todos ellos el jurista está llamado a asumir la representación legal, ya sea de una persona jurídica o natural; en una contratación económica o mercantil; o en la solución de un conflicto civil; familiar; administrativo;  laboral o penal. Las habilidades y destrezas que debe desarrollar el profesional del Derecho en esta manera de desempeño son de un mayor grado de complejidad que las requeridas para el asesoramiento jurídico, pues además de valorar la relevancia jurídica de determinada situación y sus posibles vías de solución, debe seguir los trámites y redactar los instrumentos jurídicos pertinentes conforme a las formalidades y el tiempo legalmente previstos.

Los dos últimos modos de actuación profesional que hemos connotado con trascendencia para el diseño curricular del pregrado son el control y preservación de la lega​lidad y la impartición de justicia. El primero tiene su génesis en características muy propias de las funciones que la Constitución y la legislación vigente atribuyen a la Fiscalía General de la República, mientras el segundo se conforma en la labor que histórica y universalmente se ha conferido a los jueces y tribunales de justicia. 

El control y preservación de la lega​lidad es la función esencial que nuestro sistema jurídico confiere a los fiscales. Ella, desde la perspectiva curricular de la carrera de Derecho, puede configurarse como un modo de actuación autónomo. Pues para su satisfacción se confiere a estos funcionarios un amplio marco de atribuciones en cuyo desempeño requieren de destrezas que corresponden a otros modos de actuación precedentemente expuestos y otras que no quedan englobadas en ninguno de los aquí identificados. Así por ejemplo, entre las primeras, la emisión de dictámenes en virtud de consultas formuladas y la representación ante los órganos de la administración de justicia de menores de edad, personas incapaces, ausentes que carezcan de representante legal, y  del propio Estado cubano; y , entre las del último grupo, la comprobación de la correspondencia con la Constitución y las leyes de los actos jurídicos que se realicen por los organismos del Estado y sus dependencias, las direcciones subordinadas a los órganos locales del Poder Popular y por las demás entidades económicas y sociales, y por los ciudadanos, así como el pronunciamiento de resoluciones con fuerza vinculante respecto al restablecimiento de la legalidad cuando se considere que ha sido quebrantada. 

La impartición de justicia entraña la decisión de conflictos y litigios en cualquiera de los órdenes en que se manifiestan las relaciones jurídicas. Para el desempeño de esta función se exige un amplio dominio de las habilidades requeridas en los modos de actuación precedentes; un alto sentido de responsabilidad y justicia; y una proyección social  conforme a los parámetros éticos de nuestro proyecto político. 

La formación en esta instancia educacional de estos dos últimos modos de actuación es un alto reto que viene asumiendo la docencia universitaria desde la concepción de los Planes de Estudios “C”.  Su logro compromete cuestiones que van más allá del perfeccionamiento curricular, se requiere, por sólo citar las cuestiones más relevantes: un proceso docente de excelencia, un alto nivel de magisterio en los docentes y un decidido apoyo de los órganos y organismos del sector jurídico. Las propias exigencias que la legislación orgánica establece para la designación de Fiscales y elección de Jueces testimonian fehacientemente lo antedicho. 

8. OBJETIVOS GENERALES DE LA CARRERA

Al concluir sus estudios, los egresados deben ser capaces de:

1. Asesorar y dictaminar sobre asuntos jurídicos determinando su trascendencia y pertenencia a los diferentes campos de acción del Derecho, incluyendo la posible aplicación del Derecho Extranjero a relaciones jurídicas conectadas con más de una legislación,  y aplicando los postulados martianos y marxistas para interpretar de forma creadora los preceptos legales, de modo que se ofrezcan soluciones atemperadas a las condiciones del momento, y los principios de igualdad, justicia social, patriotismo y antiimperialismo sobre los que se erige nuestro proyecto socialista.

2. Representar a personas naturales  y jurídicas  en actos fundacionales, conciliaciones, arbitrajes, convenciones, negociaciones y actos jurídicos en general, precisando en consonancia con sus respectivos momentos de desarrollo sus exigencias de forma, tiempo, lugar y autoridad o funcionario correspondiente, así como los fundamentos jurídico - materiales de su actuación y con dominio del vocabulario técnico pertinente; denotando en su proceder  ser portador de la ideología y los valores en los en que se sustenta nuestra Revolución Socialista.

3. Controlar la legalidad y decidir conflictos jurídicos partiendo de los fundamentos técnicos y éticos de la asesoría y la representación legal, pero conscientes del alto sentido de responsabilidad que entrañan esta funciones, donde la necesidad de  lograr una adecuada armonía entre el respeto a los derechos y garantías de los  ciudadanos y la protección de los intereses sociales exigen una mayor proyección humanista, ética, social y política.

4. Ejercer la profesión en cualquiera de sus esferas de actuación con una irreprochable redacción y ortografía y una correcta expresión oral, asegurados en la investigación jurídica, en las técnicas de la información y la comunicación, y en el dominio de una lengua extranjera, de modo que le permitan acceder y consultar la información científico - técnica actualizada  y propicien su continua superación en aras al perfeccionamiento de  su gestión  y de su desempeño profesional.

5. Ejercer la docencia utilizando los rudimentos esenciales  de la pedagogía,  de modo que, basándose en la máxima martiana del deber de educar cuando se ha sido educado, y ante el llamado de la Revolución, contribuyan a satisfacer necesidades que eventualmente se manifiesten en este orden.



